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Se decide el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de  20 de agosto de 2010, mediante la cual el Tribunal Administrativo de Santander negó las pretensiones de la demanda.

I. LA DEMANDA
1.- Pretensiones 
En ejercicio de la acción establecida en el artículo 85 del C.C.A., la señora FABIOLA PLATA VILLARREAL pretende que se declare la nulidad del fallo de Responsabilidad Fiscal de 28 de febrero de 2005, proferido por el Contralor Delegado de la Contraloría Departamental de Santander dentro del proceso No. 2003-19, mediante el cual se le declaró fiscalmente responsable por la suma de Seiscientos Veintinueve Millones Quinientos Tres Mil Trescientos Treinta y Seis Pesos ($629.503.336).  

Que se declare la nulidad del acto administrativo de 10 de agosto de 2005, proferido por el Contralor Auxiliar de la Contraloría Departamental de  Santander, por medio del cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra el fallo de Responsabilidad Fiscal de 28 de febrero de 2005, dictado por el Contralor Delegado de la Contraloría Departamental de Santander.

Que se condene al Departamento de Santander y a la Contraloría Departamental de Santander, a indemnizar a la demandante por todos los perjuicios morales y materiales sufridos, ocasionados como consecuencia de la expedición de los actos administrativos demandados, incluyendo el daño emergente, lucro cesante, actualización e intereses así:

La suma equivalente a los salarios y emolumentos que la demandante haya dejado de percibir como consecuencia de la inhabilidad para ejercer cargos públicos ocasionada con los actos administrativos demandados, suma que deberá actualizar junto con los intereses moratorios causados desde el momento en que éstos dejaron de ingresar a su patrimonio, hasta cuando se verifique el pago efectivo. 

La suma de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento que se profiera sentencia definitiva, por los daños morales causados a la demandante por la expedición de los actos administrativos demandados.

Las sumas a las que la demandante se vea obligada a pagar en virtud de la ejecución de los actos administrativos demandados, suma que deberá ser actualizada junto con los intereses moratorios que se causen.

Las demás sumas que se prueben en el proceso, que correspondan al daño causado por los actos administrativos acusados.

Que se condene al Departamento de Santander a que reintegre a la demandante en un cargo de iguales o equivalentes características o condiciones, a aquél que venía ocupando en esa entidad hasta el día 30 de septiembre de 2005.

Condenar al Departamento de Santander y a la Contraloría Departamental de Santander, al pago de costas y agencias en derecho.

Ordenar el cumplimiento de la sentencia que ponga fin al proceso en los términos del artículo 177 del C. C. A.

b.- Hechos

Los hechos narrados en la demanda se sintetizan así:

La señora FABIOLA PLATA VILLARREAL fue encargada de la Tesorería Departamental de Santander, conforme lo dispuso el Gobernador  de ese Departamento mediante Resolución No. 002 de 1 de enero de 2001. 

La actora desempeñó el cargo de Tesorera Departamental en encargo entre el 2 de enero de 2001 y el 28 de septiembre del mismo año. 

El día 2 de enero de 2001, la señora YOLANDA EUGENIA RUEDA BUENO, hizo entrega del cargo a la demandante, para lo cual se elevó un acta dentro de la que no se dejó constancia referida a la venta de estampillas para la financiación de instituciones y proyectos departamentales.

El 1 de octubre de 2001, la accionante inició la entrega del cargo  dejando expresa constancia de la elaboración de un acta adicional para constatar las diferencias encontradas con el reporte de estampillas.

Con fundamento en el acta de revisión de entrega de Tesorería de 28 de septiembre de 2001, realizada por funcionarios de la Oficina de Control Interno de la Gobernación de Santander, se detectó un posible faltante de estampillas equivalente a Mil Ochocientos Millones, Setecientos Ochenta y Cinco Mil Cuatrocientos Pesos ($1.800’785.400).

De acuerdo con el hallazgo encontrado por la Oficina de Control Interno de la Gobernación, la Contraloría Departamental ordenó iniciar auditoría a la custodia, entrega, venta, existencia y recaudo de las estampillas pro-UIS, pro cultura, pro desarrollo y pro electrificadora, durante el período comprendido entre el 2 de enero y el 28 de septiembre de 2001.

Consecuencia de lo anterior, la Contraloría Departamental presentó un informe de fecha 3 de febrero de 2003, en el que se daba cuenta de la existencia de presuntas irregularidades en el manejo de las estampillas durante el período en que la Tesorería Departamental estuvo a cargo de la actora, encontrándose un presunto detrimento patrimonial por valor de Quinientos Treinta y Tres Millones Novecientos Quince Mil Ochocientos Pesos ($533’915.800).

Con base en dicho informe la Contraloría Departamental de Santander inició proceso de Responsabilidad Fiscal contra la demandante y dos funcionarias más de la Tesorería, investigación que se siguió dentro de las diligencias con radicación No. 2003-19.

Dentro del proceso de Responsabilidad Fiscal No. 2003-19, el Contralor Delegado profirió fallo de primera instancia el 28 de febrero de 2005, declarando fiscalmente responsable a la señora PLATA VILLARREAL. En cuanto a la competencia del Contralor Delegado, la accionante refiere que este fue delegado por el Contralor Departamental mediante Resolución No. 487 de septiembre de 2004, acto administrativo que a 4 de octubre de 2005 no había sido publicado.

Contra el fallo mencionado, la demandante interpuso el recurso de apelación, que fue resuelto por el Contralor Auxiliar el 10 de agosto de 2005, confirmando en su totalidad el fallo impugnado.    

c.- Cargos planteados en la demanda. 

Según se señala en la demanda, la actora considera que los actos administrativos demandados desconocen los artículos 6, 29, 90, 122 y 209 de la Constitución Política; los artículos 1, 2, 5, 6, 22, 23, 26, 48 y 53 de la Ley 610 de 2000, y los artículos 2, 3 y 43 del C. C. A. El concepto de la violación se concreta en los siguientes cargos:
Primer cargo: Infracción de las normas en que debió fundarse el fallo de responsabilidad.

De conformidad con las normas constitucionales que se estiman vulneradas, las entidades que ejerzan control fiscal deben ceñirse al principio de legalidad y al debido proceso administrativo, así como al cumplimiento de los fines y principios que rigen la función administrativa; de forma tal que cuando se aparten de dichos postulados, el Estado se encuentra obligado a responder patrimonialmente por los daños causados por sus agentes.

Por otra parte, señala que los procesos de responsabilidad fiscal se rigen por lo establecido en la Ley 610 de 2000, de manera que la responsabilidad fiscal sólo puede imputarse cuando existan pruebas que conduzcan a la certeza del daño patrimonial y de la responsabilidad del investigado. 

Para la accionante, la Contraloría Departamental no logró demostrar los elementos estructurales de la responsabilidad fiscal, y valoró equivocadamente las pruebas obrantes a más de otorgar relevante valor probatorio a un dictamen pericial altamente sospechoso, debido a que fue dictado por los mismos empleados de la Contraloría.   

Segundo cargo: Inexistencia de los elementos constitutivos de responsabilidad fiscal.
En el decir del actor, los actos administrativos acusados desconocen que el artículo 5 de la Ley 610 de 2000 estima como requisitos necesarios para que haya responsabilidad fiscal: la existencia de un daño patrimonial cierto, una culpa grave imputable al investigado y un nexo causal entre estos dos. En efecto, la demandante estima que ninguno de los elementos se probó en sede administrativa y no obstante, se le declaró fiscalmente responsable. 

Tercer cargo: Falsa motivación de los actos administrativos demandados.  

Señala que los actos demandados incurren en falsa motivación en cuanto parten de un fundamento fáctico inexistente, cual es la omisión de la señora PLATA VILLARREAL, cuando en realidad las pruebas muestran que ésta desplegó actos dirigidos a controlar y vigilar la actividad de las cajeras y al cumplimiento de sus obligaciones como Tesorera General del Departamento. 

Cuarto cargo. Falta de competencia del funcionario que decidió el recurso de apelación. 

Para la demandante, el artículo 64 de la Ley 610 de 2000, permite que los Contralores deleguen sus atribuciones en las dependencias de acuerdo con la organización y funcionamiento de la entidad, razón por la cual estima que el recurso de apelación presentado contra el fallo de responsabilidad fiscal debió ser resuelto por el Contralor Departamental y no por el Contralor Auxiliar, configurándose causal de incompetencia que hace nula la actuación administrativa. 

Quinto cargo. Inoponibilidad de la Resolución mediante la cual se delegó al Contralor Delegado.  

Señaló la recurrente en la demanda, que el Contralor Delegado que profirió el acto administrativo mediante el cual se determinó la responsabilidad fiscal en primera instancia, fue delegado por el Contralor Departamental para dichos efectos mediante Resolución No. 487 de septiembre de 2004, acto administrativo que no fue publicado en la gaceta departamental para que cobrara fuerza ejecutoria. 

No obstante la falta de publicación del acto de delegación, el Contralor Delegado ejerció las funciones profiriendo un acto que no puede ser oponible a la demandante y se encuentra viciado de nulidad. 
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
-. La Contraloría General de Santander.
La Contraloría General de Santander contestó la demanda bajo los argumentos que se resumen a continuación:

Los elementos estructurales de la responsabilidad fiscal fueron claramente configurados en el proceso 2003-19 seguido contra la accionante, esto, dado que se probó el faltante de estampillas cuyo monto ascendió a Doscientos Ochenta y Cuatro Millones Cuarenta y Cuatro Mil Doscientos Quince Pesos ($284’044.215), faltante atribuible a aquélla por desempeñarse como Tesorera Departamental para la época de los hechos.

Propuso como excepciones: inexistencia argumentativa, inexistencia del derecho de contradicción y reglas de la sana crítica, e inexistencia de ilegalidad de la prueba pericial.  

-. El Departamento de Santander.

Sostuvo que la falta de competencia alegada por la actora desconoce la potestad de delegación del Contralor dispuesta en el artículo 64 de la Ley 610 de 2000. Además, esgrime que no existe falsa motivación en tanto que la pérdida de unas estampillas configuran un detrimento patrimonial cierto imputable a la demandante, ya que el manual de funciones, Decreto 0110 de 2000, establece que corresponde al Tesorero responder por la custodia, control y registro de las acciones, títulos, garantías prendarias y demás valores constituidos a favor del Departamento.

-. Aseguradora Colseguros S. A. 

Señaló que los actos administrativos demandados también fueron objeto de acción de nulidad y restablecimiento del derecho en lo que respecta a la responsabilidad de la aseguradora, proceso que se sigue en el radicado 2006-0497 en el Tribunal Administrativo de Santander. 

No obstante, afirma coadyuvar la demanda presentada por la señora PLATA VILLARREAL, específicamente en las pretensiones primera y segunda.     

III. LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia fechada el 20 de agosto de 2010, el Tribunal Administrativo de Santander negó las pretensiones de la demanda con fundamento en las siguientes consideraciones:

Determinó que los problemas jurídicos puestos a su consideración para ser resueltos, consistían en la falta de competencia de los funcionarios que profirieron los actos administrativos demandados, y si los actos que resolvieron declarar fiscalmente responsable a la actora tenían como soporte la certeza de los elementos determinantesde dicha responsabilidad, a la luz de la Ley 610 de 2000.

En cuanto al primer problema jurídico, consideró el Tribunal que la presunta falta de competencia quedó desvirtuada porque a folios 1481 a 1534 se allegó la Resolución No. 000488 de 2 de septiembre de 2004, en la cual se señalan como funciones del Contralor Auxiliar entre otras, conocer en segunda instancia de los procesos de responsabilidad fiscal. 

Del mismo modo, advierte que la Resolución en comento estipula la facultad del Contralor Delegado para adelantar procesos de responsabilidad fiscal y proferir el fallo en primera instancia en dichos procesos. También encontró, que según el organigrama de la Contraloría Departamental de Santander, la Contraloría Delegada para procesos de responsabilidad fiscal se encuentra adscrita a la Contraloría Auxiliar, de lo que se desprende que aquélla es inferior jerárquicamente respecto de ésta, siendo ello suficiente para que dichas dependencias profirieran los actos acusados. 

Conforme los anteriores fundamentos, el fallo de primera instancia despachó desfavorablemente los cargos relacionados con la falta de competencia de los funcionarios que expidieron los actos administrativos demandados.    

En lo atinente a los elementos de la responsabilidad fiscal, consideró el a quo que el material probatorio recaudado por la Contraloría Departamental de Santander demostraba certeramente la ocurrencia de éstos.

Precisamente, estima que la conducta reprochable a la demandante se encuentra dada por su omisión en el cumplimiento de las funciones de Tesorera que le fueron asignadas cuando fue encargada en dicho cargo, según se pudo constatar a folios 525 a 530 del expediente.

Así mismo, se pudo establecer que la actora recibió el cargo a satisfacción sin que dejara constancia alguna de faltantes de estampillas, así como tampoco verificó, estando ya en el ejercicio del cargo, que las mismas se encontraran en condiciones de seguridad adecuadas tal y como se demostró en la auditoría obrante a folios 630 a 647 del cuaderno de anexos.    

En ese orden, los actos administrativos acusados se expidieron con fundamento en las pruebas legalmente allegadas a la actuación administrativa, que permitieron fundar la responsabilidad en la omisión de la señora PLATA VILLARREAL dada su obligación de responder por la custodia, control y registro de las acciones, títulos, garantías prendarias y demás valores constituidos a favor del Departamento.

IV. EL RECURSO DE APELACIÓN
La apoderada del actor propuso y sustentó de forma oportuna el recurso de apelación que ahora se decide, en el cual expuso los siguientes argumentos:

Sostiene que el Tribunal se equivoca al considerar que la Resolución No. 000488 de 1 de septiembre de 2004, se asignó el conocimiento en segunda instancia de los procesos de responsabilidad fiscal al Contralor Auxiliar, pues en su criterio, la segunda instancia debe ser desatada necesariamente por el Contralor Departamental sin que pueda delegar dicha atribución. 

La aseveración anotada, la fundamenta en que de conformidad con el numeral 5 del artículo 268 de la Constitución Política y el 6 del artículo 272 de la misma, la facultad de ejercer el control fiscal se encuentra radicada en los Contralores y no en las Contralorías. 

Así las cosas, esa competencia sólo puede ser delegada por ministerio de la Ley, que para el caso de las Contralorías es la Ley 610 de 2000 que en su artículo 64, dispone que los Contralores podrán delegar sus atribuciones y que en todo caso, también podrán conocer de los recursos de apelación que se interpongan contra los actos de los delegatarios.

En consecuencia, dicha disposición debe leerse en dos sentidos, el primero de ellos, que el Contralor puede delegar la función y el segundo, que en todos los eventos en que la delegue, el recurso de apelación debe ser resuelto necesaria e imperativamente por él. 

Sumado al argumento anterior, sostiene que si el numeral 2 del artículo 50 del C. C. A. dispone que el recurso de apelación se surtirá ante el inmediato superior administrativo del que profirió el acto, esto es, el delegante, por lo que es imposible que el recurso lo resuelva otro delegatario, situación que es acorde con la posibilidad que tiene el delegatario de reasumir sus funciones o su competencia cuando así lo estime conveniente.

Finalmente arguye, que de tenerse como acertada la interpretación del Tribunal, se violaría el derecho a la igualdad en tanto que se llegaría al punto de que en algunas Contralorías Territoriales el fallo definitivo lo profiriera el Contralor como titular de la función y en otras,  se expidiera por un funcionario delegado para dichos efectos.

El segundo aspecto al que se refiere el recurso que ocupa la atención de la Sala, toca aspectos de la demanda que el recurrente estima no fueron abordados por el Tribunal, dichos aspectos tienen que ver con los elementos estructurales de la responsabilidad fiscal al considerarse por el libelista que no se determinó la conducta dolosa o culposa, ni el daño patrimonial, y menos el nexo de causalidad entre éste y aquél, teniendo en cuenta que hay innumerables circunstancias por las que pudo darse el presunto faltante de las estampillas. 

Igualmente considera que el dictamen pericial que fue tenido como prueba fundamental dentro del proceso de responsabilidad fiscal es nulo, ya que fue practicado por funcionarios de la misma Contraloría, generando parcialidad que a la postre vulnera el debido proceso administrativo  amparado por el artículo 29 de la Carta.   

El tercer y último fundamento del recurso de apelación, se dirige a señalar que el fallo impugnado omitió pronunciarse sobre la falta de publicación  de la Resolución No. 000487 de 1 de septiembre de 2004, mediante la cual se delegó el conocimiento de la primera y segunda instancia de los procesos de responsabilidad fiscal a la Contraloría Delegada para los procesos de responsabilidad fiscal y a la Contraloría Auxiliar respectivamente, por lo que el proceso de responsabilidad fiscal decidido mediante los actos acusados, devendría nulo.

V. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Las partes no alegaron de conclusión. 

VI.- CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Procurador Primero Delegado ante esta Corporación no rindió concepto en este proceso.

VII. LA DECISION

No observándose causal de nulidad que invalide lo actuado, se procede a resolver la controversia, previas las siguientes:

CONSIDERACIONES
La Sala confirmará la sentencia recurrida, en atención a que los cargos propuestos en el recurso no conducen a la revocatoria de la decisión de primera instancia, de acuerdo con los argumentos que se pasan a analizar.

-. Los problemas jurídicos a resolver.
Conforme se desprende de los argumentos expuestos por la apoderada de la demandante en el escrito mediante el cual se recurrió el fallo dictado en primera instancia por el Tribunal Administrativo de Santander, los aspectos que le corresponde resolver a la Sala son los siguientes: i) La delegación del control fiscal autorizada por el artículo 64 de la Ley 610 de 2000, se encuentra restringida en tanto que el recurso de apelación contra el fallo que resuelva sobre la responsabilidad fiscal del investigado, sólo puede ser resuelto por el Contralor Departamental. ii) El daño patrimonial al Estado, la conducta grave del actor, y el nexo de causalidad entre el primero y el segundo, no fueron probados en el juicio de responsabilidad fiscal. iii) La Resolución mediante la cual se Delegó en la Contraloría Delegada para los procesos de responsabilidad fiscal y en la Contraloría Auxiliar la competencia para decidir en primera y segunda instancia no fue publicada, y en consecuencia el proceso de responsabilidad fiscal es nulo.     

.- Los actos administrativos demandados.
Son objeto de la demanda el fallo de Responsabilidad Fiscal de 28 de febrero de 2005, proferido por el Contralor Delegado para los Procesos de Responsabilidad Fiscal de la Contraloría Departamental de Santander, y el acto administrativo de 10 de agosto de 2005, expedido por el Contralor Auxiliar de la Contraloría Departamental de Santander, por medio del cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra el fallo de primera instancia.

-. Delegación de las funciones de control fiscal. – Publicidad del acto de delegación. 

La Sala abordará conjuntamente los aspectos relacionados con  la delegación de las funciones que se desprenden de la potestad de ejercer control fiscal y la publicidad del acto de delegación. 

En primer orden se precisa que el control fiscal es una función pública en cabeza de la Contraloría General de la República y de las Contralorías Territoriales, que consiste en vigilar la gestión fiscal que ejerzan quienes administren y manejen fondos o bienes de la Nación. 

Lo anterior, de acuerdo a lo ordenado por el Constituyente en los artículos 267 y siguientes de la Carta, significa sin ambages, que se trata del ejercicio de una función pública que puede ser delegada para que su ejecución y cumplimiento se den acordes con los fines del Estado, en armonía con los principios que gobiernan la función administrativa tal y como se desprende del contenido de los artículos 209 y siguientes ibídem.

De hecho, el artículo 211 de la Constitución Política, consagra que la Ley fijará las condiciones para que las funciones administrativas sean delegadas por sus titulares en sus subalternos o en otras autoridades.

En consecuencia, el Legislador expidió la Ley 610 de 2000 para regular el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal que son de competencia de las Contralorías, lo que se traduce en que fue el legislador, en ejercicio de su competencia,  el que desarrolló lo relativo al ejercicio de la función pública de control fiscal a la cual se refiere el artículo 267 de la Constitución Política. 

Precisamente, el artículo 64 de la mentada Ley señala:

“Artículo 64. Delegación. Para establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, los contralores podrán delegar esta atribución en las dependencias que, de acuerdo con la organización y funcionamiento de la entidad, existan, se creen o se modifiquen, para tal efecto. En todo caso, los contralores podrán conocer de los recursos de apelación que se interpongan contra los actos de los delegatarios. “
Esta norma desarrolla lo establecido en el artículo 211 Superior precisando sus alcances al ejercicio del control fiscal, permitiendo que los Contralores, titulares de este, deleguen en las dependencias propias a las Contralorías la potestad de establecer responsabilidad derivada de la gestión fiscal. 
Esa delegación, debe obedecer a la organización y funcionamiento de la entidad, de manera que se garanticen los principios de la doble instancia y el de juez natural. Del mismo modo, se pregona que los Contralores podrán conocer de los recursos de apelación que se presenten contra los actos de sus delegatarios.

De esta última parte se desprende que el Contralor puede o no conocer de los recursos de apelación, puesto que  en ninguna parte de la norma se dice que éste deberá resolver siempre los recursos que se presenten contra las decisiones adoptadas por sus delegatarios, aún más, la regla que trae el artículo en estudio consiste en que la delegación se someta a la organización y estructura de la entidad, más no que el delegante deba ejercer la segunda instancia en todos los casos.

Lo anterior resulta acorde con el numeral 2 del artículo 50 del C. C. A., dado que la delegación debe darse de forma tal que el recurso de apelación se presente ante el superior jerárquico, así, si el superior del delegatario es el delegante, el recurso se presentará ante éste, pero si el superior es otro distinto al delegante, el recurso deberá ser tramitado ante aquél. 

Por otra parte, el sentido del verbo podrán al que acude la redacción de la norma, permite inferir que se trata de una potestad facultativa para resolver el recurso de apelación cuando así lo considere el titular de la función pública, dentro del marco de la delegación, lo que le permite retomar la competencia como una atribución propia de esa figura.

De haberse querido establecer que la delegación no era permitida para resolver la alzada, el legislador habría optado por utilizar el verbo deberán u otro verbo, para significar que, al titular de la función pública, no le era dable escoger si resolvía o no el recurso, sino que le era forzoso hacerlo.  

Con todo, la Sala encuentra ajustado a derecho la delegación de la función pública de control fiscal y en lo concerniente a este preciso asunto, que los funcionarios de la Contraloría Departamental de Santander eran competentes para proferir los actos demandados por cuanto la Ley permite que el Contralor delegue en ellos la potestad de establecer responsabilidad derivada de la gestión fiscal.

En cuanto a la publicación de la Resolución No. 000488 de 1 de septiembre de 2004, la Sala concreta que ese acto administrativo no es sujeto de controversia en el presente asunto, más sin embargo, la recurrente se abstrae de ello para inferir que si dicho acto no fue notificado conforme el artículo 43 del C. C. A. era inoponible a ella y en consecuencia, la Administración actuó sin competencia para dictar los actos demandados.

Lo primero que debe precisarse, es que la Competencia de la Contraloría Departamental no se encuentra dada por la susodicha Resolución No 000488 de 2004, la competencia se encuentra determinada por las disposiciones contenidas en los  artículos 268 y 272 de la Constitución Política
, a más de las Leyes 136 de 1994 y 610 de 2000.

En segundo término, se advierte que los vicios invalidantes que puedan predicarse de la Resolución 000488 “por la cual se establece el manual específico de funciones y requisitos para los diferentes empleos de la planta de personal de la Contraloría Departamental de Santander”, no afectan la validez de los actos administrativos demandados, en efecto, nos encontramos ante actuaciones que no guardan interdependencia entre ellas y por tanto no constituyen una actuación administrativa compleja, de manera que la invalidez que se predique de una no enerva la presunción de legalidad de que goza la otra.

En consecuencia, la Sala se abstendrá de hacer pronunciamiento alguno en cuanto a la referida resolución en atención a que esta no fue demandada en este proceso, y deberá señalar que no estando en entredicho su legalidad  y validez, en nada se afectan los actos administrativos que fueron demandados. 

.- Supuesta ausencia de los elementos de la responsabilidad.

La responsabilidad fiscal acogida por el ordenamiento jurídico colombiano a través de la Ley 610 de 2000, se fincó en los elementos estructurales de la responsabilidad civil o responsabilidad Aquiliana. En efecto, el artículo 5 de dicha disposición consagra:

“ARTICULO 5o. ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD FISCAL. La responsabilidad fiscal estará integrada por los siguientes elementos: 

- Una conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza gestión fiscal. 

- Un daño patrimonial al Estado. 

- Un nexo causal entre los dos elementos anteriores.”

Acorde con ello, el artículo 53 de la misma Ley dispone que habrá responsabilidad fiscal cuando en el proceso obre prueba que conduzca a la certeza de la existencia de un daño patrimonial causado al Estado, de su cuantificación, de la individualización de una conducta al menos culposa y de la relación de causalidad entre esta y el daño.

Siendo el primer elemento a estudiar el daño, con nitidez se observa que en los actos administrativos demandados este consiste en el faltante de estampillas de la Tesorería; pertinente es recordar que el artículo 6 de la Ley 610 del 2000, define el daño patrimonial como el detrimento, menoscabo, disminución, perjuicio, pérdida o deterioro de los bienes o recursos públicos.

La certeza del daño se encuentra dada por abundante material probatorio, empezando por la revisión del acta de entrega de Tesorería realizada por la Oficina de Control Interno de la Gobernación de Santander (fls. 127 a 135 cuaderno No. 1 de anexos), en la que se establece que tomando como base el inventario inicial de estampillas recibidas en enero 2 de 2001, se encontró un faltante a septiembre 28 del mismo año equivalente a Mil Ochocientos Millones Setecientos Ochenta y Cinco Mil Cuatrocientos Pesos ($1.800’785.400).

Se constató mediante auditoría gubernamental de 3 de febrero de 2003 (fls 630 a 647 del cuaderno No. 1ª de anexos), realizada por la Contraloría Departamental a la dependencia de la Tesorería de la Gobernación de Santander, un faltante en el inventario físico de las estampillas; así mismo,  el acta de entrega de la Tesorería (fls. 142 a 165 cuaderno 1 de anexos) mediante la cual la demandante recibió el cargo de Tesorera en la que consta que realizado el arqueo, se constata el faltante de estampillas en la caja fuerte de la Tesorería.

En ese mismo sentido, se tiene el acta de entrega de Tesorería de 1 de octubre de 2001 y el concepto técnico practicado dentro del proceso de responsabilidad fiscal. Con todo esto, la Sala encuentra más que probada la certeza del daño en tanto que éste, se reitera, consiste en el faltante de estampillas como menoscabo del patrimonio del Departamento de Santander, ya que con la imposición de éstas se obtienen losrecursos para financiar proyectos adelantados por distintas entidades del orden departamental, a la luz de la Ordenanza No. 045 de 2000.

En lo concerniente a  la conducta, esta consiste en la omisión de la actora al no cumplir fielmente las funciones del cargo, específicamente aquella referida a la custodia, control y registro de las acciones, títulos, garantías prendarias y demás valores constituidos a favor del Departamento. 

También se probó que la señora PLATA VILLARREAL, ejerció el cargo de Tesorera para la época de los hechos según consta a folios 525 a 530 del cuaderno principal, a más del descuido que se pudo constatar al establecer que “las estampillas físicas que se encuentran en la oficina de tesorería están siendo guardadas en un mueble de madera que no ofrece seguridad”
, lo que demuestra que incumplió con su deber de custodia en calidad de Tesorera General del Departamento de dichos elementos representativos de dinero.

El nexo causal, consistente en la relación existente entre un hecho precedente y la consecuencia que se deriva de éste, también fue demostrado en el asunto objeto del recurso, así, el fallo mediante el cual se declaró la responsabilidad fiscal de la actora sostuvo:

“Nexo causal: Cabe señalar que existió OMISION (sic) en la conducta de la señora PLATA VILLARREAL, al no actuar con el debido cuidado en la guarda y custodia de los bienes que le encomendaron, sumado a ello la negligencia en su actuar, puesto que no aplicó el trámite necesario para salvaguardar las estampillas dejadas bajo su cuidado, lo que generó en la pérdida de las mismas, no se aplicaron los correctivos que le indicó el ente de control y vigilancia (…) “ 

La lógica aplicada por la entidad demandada, consiste en que la omisión de la actora en el cumplimiento de sus funciones llevó a la pérdida de las estampillas, siendo la omisión del deber de cuidado el hecho precedente y la consecuencia el daño patrimonial, pérdida de los bienes públicos. Para esta instancia, la sana crítica indica que un suceso o acontecer normal de hechos lleva a la conclusión de que si el hecho precedente desapareciera, esto es, se hubiere actuado por parte de la Tesorera con la diligencia exigida para salvaguardar los bienes del Departamento, el menoscabo de los mismos no se hubiere presentado.

Finalmente, la Sala no encuentra ilegal el informe técnico tenido en cuenta como prueba dentro del proceso de responsabilidad, en la medida que el actor no aporta medio probatorio que lleve a que este se practicó con violación de los derechos de la otrora investigada o en desmedro de los derechos de ésta. Que el mismo sea rendido por funcionarios de la misma Contraloría, designados para el efecto en ejercicio de sus facultades legales, no lo hace ilegal per se, dado que éste se constituye en un documento sujeto a ser controvertido por las partes hasta el punto de ser desvalorado probatoriamente cuando, en ejercicio del derecho de contradicción, su contenido es desmentido y revaluado, cosa que no ocurrió en el proceso de responsabilidad fiscal en tanto que la actora no objetó su  contenido  y no probó que el mismo fuera espurio o alejado de la realidad procesal. 

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A :

Primero.- 
CONFÍRMESE la sentencia apelada.

Segundo.-      Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
Cópiese, notifíquese, publíquese y cúmplase.
La anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en su sesión del 1° de noviembre de 2012.

MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ                                  MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO
                  Presidenta
GUILLERMO VARGAS AYALA                                           MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
� ARTICULO 268. El Contralor General de la Republíca <sic> tendrá las siguientes atribuciones: 


(…)


5. Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la misma. 


ARTICULO 272. La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde haya contralorías, corresponde a éstas y se ejercerá en forma posterior y selectiva. 


(…)


Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor General de la República en el artículo 268 y podrán, según lo autorice la ley, contratar con empresas privadas colombianas el ejercicio de la vigilancia fiscal. 





� Folios 630 a 647 del cuaderno No. 1 A de anexos. 





